Diligencias de Investigación nº 46/2014.

DECRETO

En Las Palmas de G.C., a 9 de enero de 2015.
Las presentes diligencias se iniciaron en virtud de denuncia formulada por don Cristóbal Rodríguez Marichal por un presunto delito de tráfico de influencias, cohecho y negociaciones prohibidas a funcionarios públicos supuestamente cometido por don José Miguel Bravo de Laguna Bermúdez, actual Presidente del Cabildo de Gran Canaria. La citada denuncia tuvo entrada en la Fiscalía Provincial de Las Palmas el 11 de febrero de 2014.
Para la correcta y debida investigación de los hechos denunciados, se practicaron las siguientes Diligencias:

· Se recibió declaración testifical al denunciante, Cristóbal Rodríguez Marichal, a su pareja, Violetta Gugoasa, a familiares del denunciante –Pedro Rodríguez González, Jesús Marichal Correa-, y a personas que habían mantenido reuniones con el denunciante y denunciado –Santiago Valbuena Redondo, Andrés Fermoso Labra, Eustasio Antonio López González-, y por último a miembros del Consejo de Vigilancia del Grupo Ifa, -Salvador Germán Elena Bosca y Gonzalo Javier Betancor Bohn-.
· Se recabó documental relativa a las comunicaciones realizadas vía email o SMS entre denunciante y denunciado, así como con otras personas relacionadas con los hechos.

· Se recabó la documental en la que se plasmaba la relación de servicios entre denunciante y denunciado, así como la documental utilizada durante la vigencia de dicha prestación de servicios.

· Se ofició a los organismos públicos a los efectos de aportar documental relativa a la actividad política del denunciado relacionada con el contrato de prestación de servicios que le unía con el denunciante, así como sobre el cumplimiento de las obligaciones inherentes a su toma de posesión en su cargo político establecidas en la legislación sobre compatibilidad del personal al servicio de las administraciones públicas.

· Se ofició a los organismos públicos a los efectos de recabar informes técnicos relativos a la incidencia de los asuntos en que había intervenido el denunciado en su doble condición de asesor privado y funcionario público. En concreto, a la normativa de ordenación del territorio que había sido objeto del contrato de prestación de servicios, y en la que el denunciado hubiera podido intervenir por razón de su cargo.
· Se ofició a entidades bancarias, a los efectos de que aportasen la documental correspondiente a las transferencias realizadas por el denunciado y por personas relacionadas con su entorno.

· Por último, se tomó declaración en calidad de denunciado, no solo a don José Miguel Bravo de Laguna Bermúdez, sino a otras personas de su entorno que podrían haber sido responsables de los hechos denunciados, en este caso, doña Elena Bravo de Laguna –hija del anterior-, y doña María Dolores Araña López.

Tras la práctica de dichas Diligencias y una vez estudiada la documental presentada se pueden deducir los siguientes
HECHOS

PRIMERO: En fechas no determinadas del año 2009, entre José Miguel Bravo de Laguna Bermúdez y Cristóbal Rodríguez Marichal, -este último como representante de una serie de propietarios de locales comerciales en el Centro Comercial Oasis-, comenzaron una relación de prestación de servicios de asesoramiento relacionados con una serie de operaciones jurídicas a realizar en el Centro Comercial Oasis, sito en Maspalomas, San Bartolomé de Tirajana, tendentes todas ellas a la viabilidad jurídica y económica de la remodelación de dicho Centro Comercial, mediante un proyecto que pretendía liderar el denunciante. Dicha prestación de servicios, que se había desarrollado en base a un acuerdo verbal, se formalizó en virtud de un “Contrato de prestación de Servicios Profesionales”, fechado en Las Palmas de Gran Canaria el 28 de junio de 2010, entre D. Cristóbal Rodríguez Marichal –en representación de “Rodriguez Marichal y Correa, S.L.”- y Don José Miguel Bravo de Laguna Bermúdez en su propio nombre y derecho y como socio de la “Sociedad Civil Bravo de Laguna & Rodríguez Abogados”. En dicho documento se plasmaba expresamente que el objeto del mismo era “la prestación de asesoramiento jurídico e intermediación en relación con: 
1. Modificación puntual del Plan General vigente de San Bartolomé de Tirajana sobre el Centro Comercial Oasis.

2. Convenios Urbanísticos, en su caso, con dicha Corporación y seguimiento de la tramitación de dicha modificación con otras administraciones públicas (Gobierno de Canarias, Demarcación de Costas, etc.)
3. Acuerdos de permuta, en su caso, con Ayuntamiento de San Bartolomé de Tirajana.

4. Negociación, intermediación y acuerdos con propietarios del CC Oasis

5. Negociación, intermediación y acuerdos, en su caso, con propietarios e inquilinos de El Senador

Se incluye la elaboración de contratos y documentos, asesoramiento verbal o escrito e información legislativa.”


En el desarrollo de dicha relación, entre otros, por parte del denunciado se elaboró un borrador de Convenio entre el Ayuntamiento de San Bartolomé de Tirajana y el denunciante, así como la redacción del escrito de alegaciones por Cristóbal Rodríguez Marichal al PTP-8 ante la Consejería de Política Territorial del Cabildo de Gran Canaria, Registro de entrada nº 59093 de fecha 29/09/09, así como escrito ante el Ayuntamiento de San Bartolomé de Tirajana, Registro de entrada nº 9413, de fecha 20 de abril de 2011, solicitando una modificación puntual al Plan General de Ordenación de San Bartolomé de Tirajana en el ámbito del Centro Comercial Oasis, relativo al retranqueo de dicho Centro Comercial. Como luego se verá, ambos documentos fueron elaborados, por tanto, con anterioridad a la toma de posesión del denunciado como Presidente del Cabildo Insular de Gran Canaria. 

Asimismo, en dicho contrato se establecía la remuneración de José Miguel Bravo de Laguna, estableciéndose una cantidad mensual, y además un remuneración por el éxito de la operación o “succes fee” consistente en 500.000 euros, a los que habría que añadir otros 500.000 si al proyecto se sumaba la parcela colindante conocida como la “parcela de El Senador”.

La duración del contrato era de un año, prorrogándose anualmente si ninguna de las partes lo resolvía anticipadamente.


En este punto conviene señalar que durante la vigencia de dicho contrato, se estaban produciendo modificaciones en la normativa territorial que afectaba a la ordenación urbanística del área del Centro Comercial Oasis, en concreto:

1. “Plan de Modernización, Mejora e Incremento de la competitividad del Sector Turístico de San Bartolomé de Tirajana “Maspalomas Costa Canaria”, (Municipio de San Bartolomé de Tirajana, Isla de Gran Canaria)”, aprobado mediante Decreto del Gobierno de Canarias nº 90/2012 de 22 de noviembre

2. “Plan Territorial Especial de Ordenación Turística Insular de Gran Canaria” (PETOTI-GC), en concreto a lo relativo a la Ficha denominada “PTTC.8.SB: El Oasis”, aprobado definitivamente mediante Resolución de la Dirección General de Ordenación del Territorio de 28 de febrero de 2014, por la que se hace público el Acuerdo de aprobación definitiva y de la documentación con eficacia normativa del Plan Territorial Especial de Ordenación Turística Insular de la isla de Gran Canaria (PTEOTI-GC), aprobado definitivamente por Acuerdo de la Comisión de Ordenación del Territorio y Medio Ambiente de Canarias adoptado en sesión de 28 y 30 de noviembre de 2011.
3. “Plan Territorial Parcial para la Regeneración Estructuración del Espacio Consolidado de Playa del Inglés” (PTP-8), aprobado por la Consejería de Obras Públicas,Transportes y Política Territorial mediante Orden de 6 de noviembre de 2012, el cual había sido aprobado provisionalmente mediante acta de la sesión extraordinaria celebrada por el Cabildo Insular de Gran Canaria el día 11 de mayo de 2010.

Como se verá, la autoridad administrativa competente para la aprobación definitiva de estos instrumentos urbanísticos y/o territoriales no era el Cabildo Insular de Gran Canaria. 

SEGUNDO.- El 22 de mayo de 2011 se celebran elecciones municipales, donde resulta propuesto y nombrado el denunciado como Presidente del Cabildo de Gran Canaria, el cual tomó posesión de su cargo el día de 20 de junio de 2011. Asimismo se ha aportado a la causa la “Declaración de Bienes Patrimoniales” y la “Declaración Jurada de Actividades y Causas de Posible Incompatibilidad y otros datos” de José Miguel Bravo de Laguna realizada en el “Registro de Actividades” del Cabildo de Gran Canaria, en la cual como actividad profesional consta su paso el 20 de junio de 2011 a la condición de “no ejerciente” en el Ilustre Colegio de Abogados de Las Palmas.

TERCERO.- En fecha cercana a dicha toma de posesión, el denunciado mantuvo una reunión con la Comunidad de Propietarios del Centro Comercial Oasis, que quedó reflejada en la correspondiente Acta de dicha Comunidad, en la que comunicó la incompatibilidad de su cargo con el asesoramiento jurídico a dicha Comunidad, ofreciéndole los servicios de otros letrados para que pudieran continuar dicho asesoramiento, entre los cuales no estaba su hija Elena Bravo de Laguna. 

CUARTO.- El denunciado, una vez tomada posesión de su cargo, mantuvo contacto y se reunió en diversas ocasiones con el denunciante y otras personas como a continuación se dirá.

Así en el mes de junio de 2012 y en el despacho profesional de José Miguel Bravo de Laguna, sito en la calle Buenos Aires, 8, de esta capital, se produjo una reunión entre el denunciante, Santiago Valbuena Redondo, Elena Bravo de Laguna y José Miguel Bravo de Laguna.


Posteriormente, el 3 de diciembre de 2012, en el mismo despacho se mantuvo una reunión entre el denunciante, Andrés Fermoso Labra, Eustasio López González, Elena Bravo de Laguna y José Miguel Bravo de Laguna.

No se ha podido determinar que en el marco de estas reuniones se haya producido algún tipo de asesoramiento jurídico por parte del denunciado. 

QUINTO.- En el marco de la citada actividad de asesoramiento, se planteó la constitución de una sociedad mercantil como forma de desarrollo del proyecto de la remodelación del Centro Comercial Oasis. Dicha sociedad, cuya denominación ya había sido inscrita en el Registro de la Propiedad Industrial por el denunciante como “Oasis Dunas Mall, S.A.”, se encontraba pendiente de constitución cuando concurriera la necesidad de la misma. Esta necesidad surgió durante las negociaciones con los representantes de “Ifa”, entidad con la cual además se proyectaba un contrato de financiación entre “Ifa Hotel Faro Maspalomas, S.A.” y Cristóbal Rodríguez Marichal, de modo que el 15 enero de 2013 se intercambiaron entre Elena Bravo de Laguna y Andrés Fermoso Labra el borrador del contrato de constitución de dicha sociedad. Y el 14 de febrero de 2013 el borrador de dicho contrato de financiación. De este modo, la sociedad que en principio iba a ser participada en un 50% entre Cristóbal Rodríguez Marichal e “Ifa Hotel Faro Maspalomas, S.A.”, se convertía en una sociedad con tres socios, de manera que el Grupo Ifa seguía manteniendo el 50 % de dicha participación, pero el 50% restante se dividía entre dos, de forma que Cristóbal Rodríguez Marichal  tendría un 25% por cierto de participación, y Dolores Isabel Araña López el otro 25 %, la cual al mismo tiempo ocuparía el puesto de Secretaria del Consejo de Administración. Ello se materializó previamente en un ingreso de 3000 euros realizado el día anterior, -16 de enero de de 2013-, en una cuenta del Banco Santander, formalmente llevado a cabo por Dolores Isabel Araña López en concepto de “constitución de la Sociedad Oasis Dunas Mall”. Sin embargo, no consta que esta sociedad fuera constituida ni tuviera actividad alguna relacionada con el Centro Comercial Oasis. 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS


Después del estudio de la denuncia, con la documental remitida por el denunciante, testigos así como de la documental e informes recabados, así como la declaración de los denunciados, no podemos deducir la existencia de hechos con relevancia delictiva, tal y como resumiremos a continuación.
PRIMERO.- En relación con el delito de tráfico de influencias, su conducta típica está recogida en el artículo 428 del Código Penal, en el cual se castiga al “funcionario público o autoridad que influyere en otro funcionario público o autoridad prevaliéndose del ejercicio de las facultades de su cargo o de cualquier otra situación derivada de su relación personal o jerárquica con éste o con otro funcionario o autoridad para conseguir una resolución que le pueda generar directa o indirectamente un beneficio económico para sí o para un tercero”. Por tanto, para que concurra este delito se exige la condición de funcionario público del sujeto activo, que “influye” en otro funcionario público o autoridad, “prevaliéndose” de su relación con este funcionario, para “conseguir” en virtud de dicha influencia una “resolución” que le pueda generar un beneficio económico para sí o para un tercero. Dicha conducta no concurre en el presente caso. En primer lugar debemos poner de relieve que, por un lado, los instrumentos urbanísticos ya estaban aprobados o en fase de aprobación definitiva –a salvo de correcciones técnicas tal como hemos hecho constar de modo resumido anteriormente, una vez comprobada la tramitación de los Expedientes remitidos por los organismos públicos - cuando el denunciado José Miguel Bravo de Laguna accedió a su cargo político, con lo cual ninguna relevancia hubiese podido tener el ejercicio de una supuesta “influencia”, y ninguna “prevalencia” tenía el denunciado en aquella fecha sobre los funcionarios o autoridades que debían de decidir sobre la aprobación de dichos instrumentos urbanísticos. En segundo lugar, ninguna prueba -más que las inferencias que realiza el denunciante- existe de haberse realizado dicha “influencia”, ya que lo único alegado por el denunciante es que con la tramitación del BIC se procedió a favorecer los intereses de un grupo hotelero en perjuicio de todos los demás, incluyendo los del propio Centro Comercial. A este respecto debemos recordar, en primer lugar, que la aprobación del BIC no dependía del denunciado, y en segundo lugar, que en ningún momento se ha acreditado, ni siquiera de una manera muy indiciaria –visto el Expediente de tramitación de dicho BIC, en el cual se han respetado los trámites legalmente establecidos y se han recabado los informes de los organismos y técnicos competentes- que hubieran existido dichas presiones respecto de las autoridades o funcionarios que debían resolver sobre dicho Expediente. Por todo ello, no concurren indicios de que se hubiera cometido la conducta típica del delito de tráfico de influencias.

SEGUNDO.- En relación con el delito de cohecho, el cual se tipifica en los artículos 419 y siguientes del Código Penal como la conducta de “la autoridad o funcionario público que, en provecho propio o de un tercero, recibiere o solicitare, por sí o por persona interpuesta, dádiva, favor o retribución de cualquier clase o aceptare ofrecimiento o promesa para realizar en el ejercicio de su cargo un acto (…) o para no realizar o retrasar injustificadamente el que debiera practicar”, supone entre otros requisitos que el funcionario reciba una “dádiva, favor o promesa” relacionada con el ejercicio de su cargo. En el caso presente no consta acreditado dicho ofrecimiento o recibimiento. 

No obstante, se podría plantear la existencia de una dádiva o promesa diferida en el tiempo, consistente en la participación del denunciado en la sociedad ya citada, supuestamente pensada para la explotación futura del Centro Comercial Oasis, una vez se culminara todo el desarrollo urbanístico de la zona. 

Sin embargo, aunque las distintas personas relacionadas con esta sociedad han mostrado algunas discrepancias sobre el origen y finalidad de la misma, lo cierto es que debemos recordar que la constitución de dicha sociedad no estaba contemplada en el inicio de las actividades de asesoramiento entre el denunciante y José Miguel Bravo de Laguna. De hecho, existe una clara desvinculación temporal entre el momento del inicio del asesoramiento (años 2009-2010) y la previsión de constitución de la sociedad (enero del año 2013), que impide hablar de que dicho asesoramiento estuvo “viciado” por la  “promesa” de constitución de una sociedad. Del mismo modo se debe recordar que la sociedad no llegó a constituirse, por lo que no se puede establecer una relación causa-efecto entre su constitución y la conducta del denunciado en el ejercicio de su cargo público, por lo que no se pueden entender cumplidos los requisitos típicos del delito de cohecho.

TERCERO.- Centrándonos en aquellos tipos penales que podrían abarcar con mayor exactitud la conducta denunciada, debemos analizar si los mismos son constitutivos de alguna de las modalidades delictivas recogidas en el Capítulo IX del Título XIX del Libro II del Código Penal, esto es, “De las negociaciones y actividades prohibidas a los funcionarios públicos y de los abusos en el ejercicio de su función”, que comprende en lo que ahora interesa los artículos 439 y 441 del mismo cuerpo legal. En ellos se trata de proteger el recto ejercicio de la función pública. 
En concreto, respecto al artículo 439 del Código Penal se sanciona a ”la autoridad o funcionario público que debiendo intervenir por razón de su cargo en cualquier clase de contrato, asunto, operación o actividad(…)” se procure un beneficio derivado de esa actividad pública. En este caso, durante el desarrollo de la actividad pública del denunciado, no consta que el mismo haya intervenido en ningún “contrato, asunto, operación o actividad”, con lo cual no concurre uno de los elementos de la conducta típica.
Descartado el 439, debemos centrarnos en el artículo 441, que establece una conducta típica en principio más amplia, al no limitar los actos de la Administración penalmente relevantes. En concreto, este precepto sanciona a la “autoridad o funcionario público que, fuera de los casos admitidos en las Leyes o Reglamentos, realizare, por sí o por persona interpuesta, una actividad profesional o de asesoramiento permanente o accidental, bajo la dependencia o al servicio de entidades privadas o de particulares, en asunto en que deba intervenir o haya intervenido por razón de su cargo, o en los que se tramiten, informen o resuelvan en la oficina o centro directivo en que estuviere destinado o del que dependa”. Debemos hacer un excurso de la jurisprudencia más significativa emanada de nuestros Tribunales al respecto.
Así la  STS Sala 2ª de 30/12/10 , Ponente Sr. Sánchez Melgar , recuerda cuales son los requisitos de este delito , a saber : "a) Que lo cometa una autoridad o funcionario público. Como señala esta Sala Casacional ( Sentencia de 1-2-1999 ), no es necesario que se cause una real incidencia en las funciones públicas, porque si éstas se viesen directamente afectadas, nos podríamos encontrar ante un delito de prevaricación , ya que esta modalidad delictiva no exige un especial móvil, sino que basta con la conciencia de que se está comprometiendo la rectitud e imparcialidad de la función pública.... ; b) Que la actividad consista en un asesoramiento o actividad profesional, permanente o accidental. .... c) Que se realice fuera de los casos admitidos en las Leyes o Reglamentos. El tipo se configura como un delito en blanco, que debe ser completado con normas extrapenales, como son los artículos 11 a 15 de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del personal al Servicio de las Administraciones Públicas y concretamente, el art . 11, que prohíbe el ejercicio de "actividades privadas" que se relacionen directamente con las que desarrolle el Departamento, Organismo o Entidad donde estuviere destinado", y el art . 14, en el que se establece que "el ejercicio de actividades profesionales laborales, mercantiles o industriales fuera de las Administraciones Públicas requerirá el previo reconocimiento de compatibilidad". d) Que se haga por sí o por persona interpuesta. e) Que tal actividad lo sea bajo la dependencia o al servicio de entidades privadas o de particulares”. Pero una vez mencionados dichos requisitos, han sido matizados por la jurisprudencia, sobre todo en lo que se refiere al concepto de “asesoramiento”. Así se ha establecido en la STS 636/2012, de 13 de julio , con cita de otras, y en línea con lo sostenido asimismo en la STS 19/2010, de 25 de enero: "...no todo consejo emanado de una autoridad o funcionario público puede reputarse delictivo. Solo aquel que compromete la imparcialidad, que menoscaba el deber de exclusividad o que provoca una interferencia entre los intereses privados y los de naturaleza pública, puede ser objeto de persecución penal". La Sentencia de la Audiencia Provincial de Cádiz (Sección 3ª), dictada en el asunto conocido como “Operación Karlos”, Sentencia núm. 219/2011 de 8 julio establece que “el acusado ha desarrollado una extensa actividad de asesoramiento a terceros en materias de su competencia y/o del servicio en el que se encontraba integrado, comprometiendo con ello su neutralidad e imparcialidad”. La Sentencia del Tribunal Supremo nº 362/2014, de 25/04/14 señaló que “la actuación del acusado, valorada en su conjunto, y teniendo en cuenta su prolongación en el tiempo, su naturaleza y los actos en los que se materializó, comprometieron sin duda su imparcialidad y objetividad, pues estaba destinada a favorecer los intereses de una de las partes en litigio”.


Aplicando toda esta doctrina al caso concreto hemos de concluir que no entendemos que la conducta denunciada cumpla los requisitos jurisprudencialmente establecidos para considerarse delictiva. Cuestión distinta es que, como ahora veremos, se pudiera valorar un hipotético incumplimiento de la normativa que regula el régimen de incompatibilidades de funcionarios y altos cargos de la Administración del Estado, ya que no se puede considerar, tal y como pretende el denunciado, que se desvinculó absolutamente del asunto que había sido objeto de su asesoramiento, una vez que tomó posesión de su cargo público. Ello se deduce de los indicios que a continuación expondremos, aparte de lo manifestado en la testifical por el denunciante y personas de su entorno.


 En primer lugar, el hecho de que en ningún momento se documentase la rescisión del contrato de prestación de servicios, a pesar de que el denunciado manifestó que lo entendía resuelto de una forma verbal, lo cual es contradictorio con la cláusula establecida en el mismo de prórroga anual salvo denuncia de una de las partes.


En segundo lugar, en el hecho de que hubiese intercambio de SMS entre el denunciante y denunciado una vez éste se encontraba desempeñando funciones públicas –SMS que no tienen un contenido unívoco de desvinculación absoluta con el contrato de servicios-. 

En tercer lugar, el hecho de que en el intercambio de emails entre el denunciante y Elena Bravo de Laguna se haga referencia a la figura de José Miguel Bravo de Laguna como persona conocedora de la evolución de las relaciones entre las partes. 

Por último, y quizás lo más relevante, el hecho de que efectivamente hubo cuando menos dos reuniones, en julio y en diciembre de 2012, -aunque el denunciante manifestó que hubo varias más-, en las que se trataba del futuro del proyecto de remodelación del Centro Comercial Oasis. En este punto existen versiones contradictorias entre el denunciante y el resto de personas que participaron en dichas reuniones, concretamente Santiago Valbuena Redondo, Eustasio López González y Andrés Fermoso Labra, sobre la naturaleza y el contenido de la intervención del denunciado, que según éstos se limitó a una mera cuestión de cortesía para confirmar ante los posibles inversores todas las gestiones que anteriormente se habían practicado así como la seriedad y viabilidad del proyecto presentado por el denunciante. 

 Pues bien, sea cual sea la realidad del número de reuniones mantenidas y de su exacto contenido, no puede entenderse que la presencia e intervención en ellas de José Miguel Bravo de Laguna reúna los requisitos típicos del “asesoramiento” penalmente relevante. Y ello si atendemos a que la esencia de dicho asesoramiento, lo que “compromete la imparcialidad, que menoscaba el deber de exclusividad o que provoca una interferencia entre los intereses privados y los de naturaleza pública”, en este caso supone la doble intervención, pública y privada, en la ordenación del territorio que afectaba al proyecto de remodelación del Centro Comercial Oasis. Y aquí debemos recordar cuáles eran esos instrumentos de ordenación. En concreto, el “Plan de Modernización, Mejora e Incremento de la competitividad del Sector Turístico de San Bartolomé de Tirajana “Maspalomas Costa Canaria”, (Municipio de San Bartolomé de Tirajana, Isla de Gran Canaria)”, aprobado mediante Decreto del Gobierno de Canarias nº 90/2012 de 22 de noviembre, el “Plan Territorial Especial de Ordenación Turística Insular de Gran Canaria” (PETOTI-GC), y el “Plan Territorial Parcial para la Regeneración Estructuración del Espacio Consolidado de Playa del Inglés” (PTP-8). Respecto de los mismos, la intervención del denunciado desde el punto de vista privado se había producido con mucha antelación a su toma de posesión como Presidente del Cabildo, en concreto, realizando alegaciones en el año 2009; y desde el punto de vista público, debemos diferenciar el “Plan de Modernización”, respecto al cual el Cabildo, sin intervención de su Presidente, tiene un trámite de meras alegaciones –al igual que las demás administraciones afectadas- y por lo tanto carece de relevancia penal; y respecto a los otros dos Planes Territoriales debemos recordar –tal como quedó acreditado a través de la documental relativa a su tramitación- que la única actuación del denunciado, como Presidente del Pleno del Cabildo, fue aprobar –por unanimidad de sus miembros- correcciones técnicas puntuales a su redacción impuestas por la Comisión de Ordenación del Territorio y Medio Ambiente del Gobierno de Canarias, sin que la presencia del denunciado fuera en absoluto determinante de la decisión adoptada.

En definitiva, como hemos dicho anteriormente, si bien pudiera plantearse que la conducta del denunciado ha podido infringir la normativa sobre el régimen de incompatibilidades –ya que el denunciado debería conocer que había asesorado sobre ámbitos de actuación modificados por esos instrumentos y, por lo tanto, que podría concurrir un deber de abstención-, tras las múltiples diligencias de investigación desarrolladas no se ha acreditado que su conducta tenga repercusión penal ya que ni de la presencia en las reuniones ni de su intervención administrativa se deduce una lesión, penalmente relevante, al bien jurídico protegido.


En este punto conviene recordar que la frontera que marca la línea divisoria entre el incumplimiento del deber de abstención –a valorar, en su caso, en vía administrativa- y el delito sancionado en los arts.  439 o 441, es muy próxima, al protegerse la idea misma de rectitud en el ejercicio de la función pública y defensa del interés de la Administración Pública. Ello no debe avocarnos a una relajación de las exigencias propias de la jurisdicción penal en la sanción de las conductas punibles, ya que se correría el riesgo de convertir infracciones formales de no cumplimiento de deberes y obligaciones propias del funcionario en un catálogo abierto de conductas punibles, lo que atentaría al principio de culpabilidad y legalidad. Lo esencial en estos tipos penales es que exista una contradicción de intereses y lealtades, es decir, que en la conducta del denunciado exista un desdoblamiento ilícito penalmente relevante que evidencie querer gestionar la Administración y a la vez actuar como particular interesado en una determinada operación. Nada de eso ha quedado acreditado. 

Descartada, por tanto, la naturaleza penal de la conducta del denunciado José Miguel Bravo de Laguna Bermúdez, procede también descartar dicha relevancia respecto de las otras dos personas denunciadas, Elena Bravo de Laguna y Dolores Isabel Araña López, ya que sus conductas sólo serían penalmente reprochables por conexión directa con la del actual Presidente del Cabildo de Gran Canaria.
Por todo ello procede, conforme a lo dispuesto en el art. 773, apartado 2 de la L.E.Cr. y en el art. 5 de la Ley 50/1981, de 30 de Diciembre (modificada por la Ley 14/2003, de 26 de Mayo), decretar el archivo de las presentes diligencias, al entender que de las mismas no se deduce la existencia de ilícito penal alguno. 

Notifíquese esta decisión a la persona denunciante para que, si lo estima pertinente, pueda reiterar su denuncia ante el Juez de Instrucción competente. 

Fdo: José Antonio Blanco Alonso
Fiscal de la Fiscalía Provincial de Las Palmas. 
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